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DICTAMEN NEGATIVO DE MAYORÍA 
 

 
Los Diputados y Diputadas que suscriben, integrantes de la Comisión Permanente 
de Asuntos Jurídicos, rendimos DICTAMEN NEGATIVO DE MAYORÍA del Proyecto 
de Ley tramitado bajo el Expediente Nº 22.5751, “REFORMA DEL INCISO H) DEL 
ARTÍCULO 244 Y EL ARTÍCULO 250 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL LEY N.° 
7594 DEL 10 DE ABRIL DE 1996.  LEY PARA LIMITAR LA CAUCIÓN REAL 
COMO MEDIDA CAUTELAR EN DELITOS DE CORRUPCIÓN”, presentado a la 
corriente legislativa por el Ex diputado José María Villalta Florez-Estrada el 12 de 
julio de 2021, publicado el 12 de julio de 2021 en el Diario Oficial La Gaceta N° 145, 
basados en las siguientes consideraciones: 

 

I.- OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY: 

 

De acuerdo con el proponente de la iniciativa, el Expediente N.° 22.575 pretende 
limitar la caución real en el caso de los delitos de corrupción. Asimismo, se busca 
dar acceso a los jueces y juezas de la República al Registro de Beneficiarios Finales 
con la finalidad de que tengan información objetiva adicional, que permita conocer 
el patrimonio de la persona investigada y garantizar así el otorgamiento de una 
caución real proporcional e idónea que funcione como un mecanismo eficiente de 
arraigo, evitando así el peligro de fuga. Este objetivo puede cumplirse de dos 
formas: prohibir rendir caución real en delitos de corrupción que afectan la Hacienda 
Pública o estableciendo un límite mínimo determinado por la cuantía de lo que se 
pudo hacer obtenido ilegalmente. El proyecto se enfoca en la primera opción. 
 
El proyecto de ley propone limitar la caución real mediante la reforma de los artículos 
244 y 250 del Código Procesal Penal, de manera tal que se prohíba la utilización de 
esta medida para casos de delitos de corrupción que afectan a la Hacienda Pública 
y que por eso generan una especial importancia y tratamiento. Asimismo, en esta 
iniciativa se autoriza a los jueces y juezas a tener acceso al Registro de Beneficiarios 
Finales del Banco Central de Costa Rica, con el objeto de que, a la hora de 
determinar el monto de la caución, pueden tener mayor certeza sobre el patrimonio 
real de la persona investigada, con la finalidad de que la medida signifique un 
verdadero arraigo y se elimine el peligro de fuga.  
 
El proyecto pretende reformar los siguientes artículos del Código Penal: 
 

“Artículo 244.-Será reprimido con prisión de uno a cuatro años quien con ánimo 

de lucro y abusando de las necesidades, pasiones o inexperiencia de un menor o de 
una persona con deficiencias de su capacidad cognoscitiva o volitiva, lo induzca a 
realizar un acto que importe efectos jurídicos perjudiciales a él o a un tercero.” 
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“Artículo 250.-Será reprimido con prisión de seis meses a tres años, o con sesenta 
a cien días multa, el que librare un cheque, si concurren las siguientes circunstancias 
y el hecho no constituye el delito contemplado en el artículo 221: 
 
1) Si lo girare sin tener provisión de fondos o autorización expresa del banco, y si 
fuere girado para hacerlo en descubierto; 
2) Si diese contraorden de pago, fuera de los casos en que la ley autoriza para ello; 
3) Si lo hiciere a sabiendas de que al tiempo de su presentación no podrá ser 
legalmente pagado. 

 
En todo caso el librador deberá ser informado personalmente de la falta de pago, 
mediante acta notarial, o por medio de la autoridad que conozca del proceso. 
Quedará exento de pena, si abonare el importe del cheque dentro de los cinco días 
siguientes a la notificación. “ 

 
 
II.- DEL PROCESO DE CONSULTA 

 

Al ingresar el proyecto N.° 22575 a la corriente legislativa y al Orden del Día de la 
Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos, se aprobó consultar el texto 
al Colegio de Abogados, a la Corte Suprema de Justicia, a la Defensa Pública, a la 
Facultad de Derecho Universidad de Costa Rica, a la Fiscalía General de la 
República y a la Procuraduría General de la República. 

Sobre las respuestas a las consultas que constan en el expediente, únicamente se 

recibieron las siguientes: 

ENTE CONSULTADO RESPUESTA 

Defensa Pública del 
Poder Judicial 
JEFDP-1600-2021 del 19 
de octubre de 2021 

Por la importancia que reviste esta respuesta a la consulta, se 
transcribe una gran parte de ella.  
Se oponen a la reforma que se proponen, argumentando entre 
otros criterios, los siguientes: 
“… La primera falencia que se puede apuntar al proyecto es que 
ignora totalmente el principio de intervención mínima (última ratio), 
de insoslayable atención cuando se trastoca la materia sancionatoria, 
particularmente la de carácter penal.” 
“…no se acompaña el proyecto, expresa y minuciosamente, con el 
objetivo que se pretende alcanzar. Lo anterior resulta imperativo, 
pues constituye el presupuesto inevitable para hacer el análisis sobre 
la necesidad de la reforma, el que deberá hacerse para establecer, 
al menos de manera aproximada, la inexistencia de otras opciones 
menos radicales que las que supone el derecho penal.”  
“…No cuenta esta propuesta con algún tipo de análisis criminológico, 
estadístico o datos generales, que permitan validar la imposibilidad 
de utilizar la caución real como medida cautelar en delitos de 
corrupción y más bien, incluso para este caso, se han brindado datos 
sobre la enorme duración para la resolución de estos procesos 
penales, de modo que limitar la gama de medidas cautelares posibles 
podría implicar una desventaja más que un acierto. Aunado a que 
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será el juez, desde el principio de independencia judicial y bajo el 
debido proceso, quien debe valorar en cada caso concreto y con los 
insumos aportados por las partes, cuál es la medida cautelar idónea, 
proporcional y razonable para cada caso concreto.” 
“…la justificación brindada se basa en un único caso y parte de un 
criterio particular y subjetivo sobre la posibilidad de dar una 
alternativa de medida cautelar en casos de corrupción, dejando de 
lado que este tipo de asuntos no se limitan a hechos de grave 
afectación, sino que abarcan una amplia gama de supuestos, 
muchos de ellos sin el impacto ni contenido del caso utilizado como 
parangón.” 
“…el argumento de que resulta sumamente difícil calcular 
razonablemente el patrimonio de las personas en conflicto con la ley 
en casos de corrupción, es contradictorio con la posibilidad de dejar 
subsistente este tipo de medidas distintas a la prisión, para, por 
ejemplo, delitos patrimoniales (toda la gama de las defraudaciones 
económicas) o en contra de la salud pública (V.G.: los previstos en la 
ley de psicotrópicos), que igualmente pueden tener actores con 
muchísimo capital, y que este mismo dinero responderá por la 
caución.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Adicionalmente se indica en este oficio que: “estamos frente a una 
propuesta propensa a ser declarada inconstitucional. Esto porque, 
con esta reforma, se introduce un estatuto distintivo y exclusivo para 
el tratamiento de algunos delitos específicos (los que indica el 
proyecto).” 
“…se estaría implantando una bifurcación normativa; pues se tendría 
por un lado una regulación (más gravosa) para los delitos de 
enriquecimiento ilícito, cohecho, receptación, legalización o 
encubrimiento de bienes, legislación o administración en provecho 
propio, sobreprecio irregular, falsedad en la recepción de bienes y 
servicios contratados, pago irregular de contratos administrativos, 
tráfico de influencias, soborno transnacional, influencia en contra de 
la Hacienda Pública, fraude de ley en la función administrativa y 
cualquier otro delito de corrupción en el ejercicio de la función 
pública, impidiendo al juez -aun conociendo las particularidades de 
cada caso-, sustituir la prisión preventiva por una caución real y por 
otra parte, existiría un tratamiento diverso para el resto de los delitos 
previstos en el Código Penal y leyes especiales.” 
 
“…nos llevaría a estar frente a una reforma legal que reñiría con la 
Constitución Política y con los Instrumentos Internacionales 
dedicados al tratamiento de los Derechos Humanos, evidenciando, 
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un quebranto de principios de igualdad y culpabilidad, porque se 
establecen distingos entre los imputados según el tipo de delito, es 
decir, con base en aspectos de carácter no procesal, que ignoran las 
particularidades de cada caso y las condiciones específicas que 
puedan mostrar los sindicados.”  
“…se estaría estableciendo como normal general, que los imputados 
por estos delitos no tengan más opciones que ir a la cárcel. No debe 
perderse de vista que la caución real es un sustituto de la reclusión 
preventiva, cuando se hubieren establecido por parte del juez sus 
prepuestos. Se provocaría con esto el encarcelamiento, con 
independencia de la fase procesal en que se encuentre el asunto, del 
grado de convicción alcanzado y del contenido de las propias 
pruebas.” 

ENTE 

CONSULTADO 

RESPUESTA 

Fiscalía General 
de la República 
Oficio FGR-950-
2021 del 18 de 
octubre de 2021, 
suscrita por Sara 
Arce Moya, Fiscal 
General 
Subrogante de la 
Fiscalía General 
de la República 

Por la importancia que reviste esta respuesta, se transcribe una gran 
parte de ella. 
No están a favor del proyecto y entre otros criterios esbozan los 
siguientes: 
“…Las resoluciones referentes a la excarcelación del procesado, no causan 
instancia ni revisten el carácter de definitivas, por lo que pueden ser 
revocadas en cualquier etapa del proceso, pudiendo las partes solicitar la 
revocatoria del auto que concede o deniega la excarcelación. “ 
- “… en los delitos por corrupción o contra los deberes de la función pública, 
desde nuestro punto de vista, si es posible la libertad bajo caución 
condicionada a cumplir para ser parte de un proceso en investigación sin 
prisión preventiva, valorando muy bien los puntos antes señalados. En 
consecuencia, es procesalmente posible la imposición de medidas 
sustitutivas como la libertad bajo fianza y/o caución real.” 
“ -… no en todos los casos debe limitarse la excarcelación, mediante 
garantías por medios de fianzas y/o cauciones reales, para decretar por el 
juzgador la libertad provisional como pretende el proyecto de ley, 
prohibiendo la caución real en el caso de los delitos de enriquecimiento 
ilícito, cohecho, receptación, legalización o encubrimiento de bienes, 
legislación o administración en provecho propio, sobreprecio irregular, 
falsedad en la recepción de bienes y servicios contratados, pago irregular 
de contratos administrativos, tráfico de influencias, soborno transnacional, 
influencia en contra de la Hacienda Pública, fraude de ley en la función 
administrativa, y cualquier otro delito de corrupción en el ejercicio de la 
función pública, como dice el proyecto.” 
“-…La caución, debe representar la garantía que da el imputado de que 
cumplirá las condiciones que se le imponen al ser liberado, que se someterá 
al proceso, y eventualmente a la ejecución de la pena que le imponga en 
caso de condena…tiene el objeto de garantizar la comparecencia del 
procesado, cuando fuera llamado o citado por el juez/a o autoridad 
encargado de la investigación (Ministerio Público); además, del eventual 
cumplimiento de la pena pecuniaria, las costas y responsabilidad civil, 
posteriormente ante una eventual condena civil. Aspectos que no son 
ajenos a los delitos contra los deberes de la función pública y contra la 
corrupción.”  
“Se considera que no debe prohibirse la posibilidad de cauciones reales y/o 
fianzas en delitos contra los deberes de la función pública o por corrupción 
en el ejercicio de la función pública en general. Sin embargo, deben 
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limitarse y no aplicarse la caución real y/o fianza, en casos de corrupción 
por los delitos contra los deberes de la función púbica contenidos en el título 
XV del Código Penal y los delitos contenidos en la Ley contra la Corrupción 
y Enriquecimiento ilícito en la función pública, y otros delitos de corrupción 
en el ejercicio de la función pública, cuando se cuente con declaratoria de 
crimen organizado por actos de corrupción, por la lesividad y gravedad de 
las circunstancias, y haber pasado de actos aislados a un nivel de 
estructuración por grupos criminales.” 

 
ENTE 

CONSULTADO 

RESPUESTA 

Dr. Erick Gatgens 
Gómez, 
Catedrático 

El Dr. Gatgens emite un criterio negativo sobre el proyecto y entre 
otros criterios manifiesta los siguientes: 
“… imponer una prohibición ad portas para la aplicación de la caución real 
a ciertos imputados por la especie de delito es una restricción arbitraria y 
ausente de fundamentación técnica, según las consideraciones señaladas 
de previo. La caución se impone siguiendo una serie de parámetros que 
objetivamente ha diseñado el Legislador con el fin de asegurar que la 
medida sea la más idónea para el caso concreto. Dicha limitación iría en 
detrimento de un sistema penal garantista y se acerca cada vez más a uno 
con tintes autoritarios, que se alimenta de los discursos de mano dura 
instaurados en la opinión pública y mediática. Una reforma en este sentido, 
socavaría aún más el marco orientador garantista que fue propuesto en el 
Código Procesal Penal actual, con un diseño de medidas cautelares basado 
en el análisis casuístico, según la observación de los operadores jurídicos 
sobre los peligros procesales existentes, que variarán en cada caso 
concreto, diseño que debe alejarse todo lo posible de recetas simplistas, 
que impidan imponer determinadas medidas u obliguen a imponer otras, 
atando de manos a nuestros jueces y juezas.” 
Adicionalmente indica el señor Gatgens que: “el proyecto de ley evidencia 
serias falencias técnicas, derivadas de un desconocimiento del sistema 
procesal penal con una orientación garantista, propicio en una sociedad 
respetuosa de los derechos fundamentales de todas las personas, incluidas 
aquellas imputadas, especialmente del principio pro libertate y de igualdad 
y no discriminación.” 
 
“…lo propuesto incumple los parámetros previstos en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, al prohibir arbitrariamente una 
medida cautelar no privativa de libertad sobre la base del tipo penal y 
presiona cada vez más la utilización de la prisión preventiva como medida 
cautelar principal del proceso, cuando originalmente fue propuesta como 
última alternativa, lo cual sumado a la crisis carcelaria que desde hace 
décadas enfrenta al país, forman un escenario de catástrofe humanitaria, 
por lo altos niveles de hacinamiento. Con lo cual, el Estado lejos de 
concentrarse en restringir las medidas cautelares alternas a la prisión (que, 
de todas maneras, es altamente usada pese a su excepcionalidad), debiera 
estar discutiendo seriamente sobre alternativas para reducir la cantidad de 
presos sin condena en nuestras cárceles.” 
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III.- INFORME DE SERVICIOS TÉCNICOS 

Los miembros de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos, con el fin de 
cumplir con lo que establece el artículo 80 del Reglamento de la Asamblea 
Legislativa, emitimos el presente Dictamen en tiempo y forma sobre el Expediente 
N.° 22.575. 
 
Quienes suscribimos hacemos la observación de que, al momento del dictamen de 
este proyecto, no constó en el expediente ni en el Sistema Legislativo el estudio del 
Departamento de Servicios Técnicos, lo cual no ha sido una práctica usual y 
conforme a las buenas costumbres legislativas que han promovido los diputados 
miembros de la Comisión.  
 
Sin embargo, la nueva modificación del Reglamento de la Asamblea Legislativa en 
su Artículo 80 hace que los señores diputados debamos emitir los informes y 
dictaminar sin contar con el Informe del Departamento citado en aquellas ocasiones 
en que no llegue a tiempo antes de la toma de decisión de los señores y señoras 
legisladoras y antes de su vencimiento, dejando las posibles enmiendas al texto 
para el Plenario, en el caso en que los dictámenes sean afirmativos, en el caso que 
nos ocupa el Dictamen es negativo. 
 

IV.- RECOMENDACIÓN 

Tomando en consideración los diferentes razonamientos, a nivel técnico, jurídico y 
político-administrativo, y de oportunidad y conveniencia planteados en el trámite de 
esta iniciativa y esbozados anteriormente y siendo que el proponente ex Diputado 
Villalta Florez-Estrada consideró necesario limitar la caución real mediante la 
reforma de los artículos 244 y 250 del Código Procesal Penal, con el fin de que se 
prohibiera la utilización de esta medida para casos de delitos de corrupción que 
afectaran a la Hacienda, además de autorizar a los jueces y juezas a tener acceso 
al Registro de Beneficiarios Finales del Banco Central de Costa Rica, con el objeto 
de que a la hora de determinar el monto de la caución, pudieran tener mayor certeza 
sobre el patrimonio real de la persona investigada, los señores diputados y las 
señoras diputadas miembros de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos 
decidimos recomendar un Dictamen Negativo sobre el Expediente N.° 22575  
“REFORMA DEL INCISO H) DEL ARTÍCULO 244 Y EL ARTÍCULO 250 DEL 
CÓDIGO PROCESAL PENAL LEY N.° 7594 DEL 10 DE ABRIL DE 1996.  LEY 
PARA LIMITAR LA CAUCIÓN REAL COMO MEDIDA CAUTELAR EN DELITOS 
DE CORRUPCIÓN”.  
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Es importante consignar que para este expediente la Subcomisión que tuvo a cargo 
el estudio del proyecto, tanto en el cuatrienio anterior como en el vigente, no 
presentó al seno de la Comisión un Informe o alguna propuesta de texto sustitutivo 
que subsanara los posibles roces de constitucionalidad que contiene. El proyecto 
de ley tampoco tiene el Informe Jurídico por parte del Departamento de Servicios 
Técnicos, lo único que consta en el expediente son las respuestas a las consultas 

realizadas y detalladas anteriormente en el Capítulo II.   

Consideramos los diputados que suscribimos el presente dictamen que el 
Expediente N.° 22575, entre otros problemas jurídicos, restringe la facultad de las 
personas juzgadoras sobre la base del tipo penal, al limitar de manera absoluta la 
caución en ciertos delitos, lo cual, a nuestro parecer, no deriva de un criterio 
verdaderamente objetivo, sino en apariencia arbitrario y fundamentado en un caso 
concreto, tal y como lo expresan los motivos del proyecto.  

Asimismo, la iniciativa de ley tal y como se propuso, incumple los parámetros 
previstos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al prohibir 
arbitrariamente una medida cautelar no privativa de libertad sobre la base del tipo 
penal presionando cada vez más la utilización de la prisión preventiva como medida 
cautelar principal del proceso, cuando originalmente fue propuesta como última 
alternativa, lo cual sumado a la crisis carcelaria que desde hace décadas enfrenta 
al país, generaría una crisis humanitaria, por lo altos niveles de hacinamiento que 
ya hoy en día hay en las cárceles nacionales.  

Por tanto, las diputadas y los diputados miembros de la Comisión consideramos 
oportuno dictaminar negativamente el expediente de marras el 16 de agosto de 
2022 en la Sesión N.° 9 de éste órgano.  

 
V. CONCLUSIÓN 
 
Los diputados miembros de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos 
acordamos de forma mayoritaria, dictaminar negativamente el Expediente N.° 
22.575, “REFORMA DEL INCISO H) DEL ARTÍCULO 244 Y EL ARTÍCULO 250 
DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL LEY N.° 7594 DEL 10 DE ABRIL DE 1996.  
LEY PARA LIMITAR LA CAUCIÓN REAL COMO MEDIDA CAUTELAR EN 
DELITOS DE CORRUPCIÓN” y remitir el expediente al archivo. 
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Dado en la Sala de Sesiones VII. Área de Comisiones Legislativas VII, a los 

dieciséis de agosto del dos mil veintidós. 

 

 
 

Jorge Eduardo Dengo Rosabal    Daniela Rojas Salas 
Diputado       Diputada  

  
 
 
 
Gloria Navas Montero      Rocío Alfaro Molina  
 Diputada       Diputada 
 
 
 
 
Alejandra Larios Trejos     Danny Vargas Serrano  
 Diputada       Diputado 
 
 
 
 
Francisco Nicolás Alvarado     Manuel Morales Díaz  
 Diputado       Diputado 
 
 
 
 
 

Jorge Antonio Rojas López 
Diputado 

 


